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Resumen

El presente estudio pretende un acercamiento a la necesidad socio-económica que se presenta en la actualidad de conformar un procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas en Cuba. En este se examinan los condicionamientos socio-económicos y políticos que permitieron el surgimiento del fenómeno cooperativo en el mundo y en nuestro país; el impacto de las cooperativas en el desarrollo social y de la comunidad a través del análisis de sus principios. También se aborda la regulación jurídica de las cooperativas en Cuba, la competencia de los órganos jurisdiccionales para conocer de este proceso de extinción que tiene lugar en las mismas, así como la falta de un procedimiento judicial que permita uniformar su práctica y las consecuencias sobrevenidas a esta problemática. Asimismo, y sobre la base de los condicionantes se hace un análisis de las cooperativas desde distintas disciplinas, como presupuesto esencial en el desarrollo de la ciencia. 

Palabras Clave: Cooperativas, Disolución y Liquidación judicial.
Abstract

This study aims to approach the socio-economic need that currently arises to form a judicial procedure for the extinction of cooperatives in Cuba. It examines the socio-economic and political conditions that allowed the emergence of the cooperative phenomenon in the world and in our country; the impact of cooperatives on social and community development through the analysis of their principles. It also addresses the legal regulation of cooperatives in Cuba, the competence of the courts to hear this process of extinction that takes place in them, as well as the lack of a judicial procedure that allows standardizing their practice and the consequences arising from this problem. Likewise, and on the basis of the conditions, an analysis of cooperatives is made from different disciplines, as an essential presy in the development of science. Keywords: Cooperatives, Dissolution and Judicial Liquidation.
INTRODUCCIÓN
Decía Lenin (1978), que el día que pudiéramos organizar en cooperativas a toda la población, entonces estaríamos con ambos pies en el suelo socialista. El movimiento cooperativo contemporáneo se manifiesta de diferentes formas y en todas las esferas de la vida económica-social.

Cuba, no ha estado ajena a ello, dadas las condiciones económicas que presenta, convirtiendo en una premisa el reordenamiento de nuestra economía, precisando de nuevas formas de propiedad alternativas a la propiedad estatal y es por eso, que surge como necesidad inaplazable, la inserción del régimen cooperativo, más allá de la cultura agraria en el que había predominado la utilización de este tipo de propiedad.

Ahora bien, si los socios fundadores al momento de iniciar su proyecto no establecen un plazo para su duración, a lo largo de su existencia pueden surgir situaciones que justifiquen la culminación de la cooperativa, motivado ello por una decisión interna o por impedimentos legales. Lo anterior justifica la regulación del proceso de extinción de estas cooperativas en el ordenamiento jurídico cubano.

No obstante, resulta una verdad irrefutable, que en Cuba, al igual que en la inmensa mayoría de los casos de la legislación sobre economía solidaria estudiados, no se regulaa detalladamente un procedimiento judicial de disolución y liquidación de las cooperativas, pese a que resultan competentes las Salas de lo económico de los tribunales populares para conocer de los conflictos que se promuevan con motivo de la disolución y liquidación de las cooperativas, fases estas que conforman el proceso de extinción.

El objeto de estudio del presente trabajo es el cooperativismo en Cuba, desde la perspectiva de la regulación jurídica de un procedimiento judicial para la extinción de estas cooperativas, lo cual constituye el campo de acción, todo ello atemperado al nuevo modelo económico implementado y con un enfoque de ciencia tecnología e innovación.

En tal sentido, se cuestiona en el trabajo: ¿Por qué es necesario regular jurídicamente un procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas en Cuba?. Para coadyuvar al desarrollo de la idea central que se defiende, el objetivo general y único que se propone consiste en argumentar la necesidad de la regulación jurídica de un procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas en Cuba. Se argumenta la idea de que: el fomento del fenómeno cooperativo, condicionado por la implementación de nuevas normas jurídicas, incrementa la incidencia en los órganos de justicia de procesos ordinarios radicados por motivo de la extinción de las cooperativas, existiendo disímiles dudas al respecto, presentadas por jueces y operadores del derecho dado el escaso tratamiento doctrinal y legislativo en el contexto cubano que hacen necesario regular jurídicamente un procedimiento judicial para la extinción estas. Se aplican métodos del nivel teórico como el exegético- analítico, el análisis de documentos y el derecho comparado.
Para la consecución del objetivo, de manera estructural se dividió en dos epígrafes el trabajo. En el primero se aborda la necesidad social del estudio del cooperativismo, realizándose una mirada desde algunas ciencias sociales, así como un análisis desde la perspectiva ciencia-tecnología-sociedad, en base a los principios en que se sustenta. Posteriormente en el segundo se enfatiza en el comportamiento de este fenómeno en Cuba y lo necesario que resulta la regulación jurídica de un procedimiento judicial para la extinción de estas cooperativas, para lo cual se distinguen varias ciencias sociales que coadyuvan a esta tecnología y los elementos a tener en cuenta en su propuesta. Planteándonos por último las conclusiones a que se arribara. Los resultados se encaminan a la demostración de la necesidad de regulación de un procedimiento de liquidación de las cooperativas a partir de lo dispuesto en las normas más recientes sobre cooperativismo en el país.
DESARROLLO
I.Necesidad social del estudio del cooperativismo.
Como preámbulo al tema tratado y de manera particularizada, a los efectos de entender la necesidad social de estudiar el cooperativismo, es preciso evocar ¿qué se entiende por Cooperativismo o la también llamada Economía Solidaria?, obteniéndose como respuesta, que este no es más que un movimiento socio-económico basado en valores y principios de igualdad y equidad. Donde, con este fin las personas se organizan y asocian voluntariamente en empresas cooperativas de propiedad conjunta y democráticamente controladas para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales
. 

Etimológicamente, el término cooperativa viene del latín cum (con) y operare (trabajar). Por tanto, podemos identificar el origen de la palabra como el "trabajo con" o el "co-trabajo". 

Sin embargo, lograr esto no es una tarea sencilla, requiriendo que los socios de las cooperativas estén en un constante aprendizaje de los procesos asociativos y económicos del modelo cooperativo. Además, deben conocer las bases legales y los procesos organizativos de las cooperativas (Instituto de Cooperativismo, 2017).  No obstante, el cooperativismo está presente en todos los países del mundo, se trata de una oportunidad que se ofrece a las personas de escasos recursos, de tener una empresa de su propiedad, o en la cual participen de conjunto con otras personas. 

El surgimiento de esta manifestación cooperativa y como tal la cooperación, datan de hace siglos, tratado con un enfoque que incorpora el estudio de la problemática social a la economía. Por lo tanto, no se está hablando de un movimiento contemporáneo sino de un movimiento muy antiguo que ha sabido sentar bases en la actualidad.

El desarrollo alcanzado en la ciencia y la técnica por las fuerzas productivas en los siglos XVIII y XIX desataron una gran lucha para la posesión de los mismos, conduciendo a la Gran Revolución Industrial que trajo consigo importantes cambios. La concentración y centralización de la producción y el capital propiciaron grandes transformaciones en el orden socio-económico y como consecuencia directa, el empobrecimiento de millones de trabajadores, condicionando así, el surgimiento del cooperativismo como movimiento socio-económico humanizante, otorgando al hombre las bases fundamentales de una entidad que se sustenta fundamentalmente en el desarrollo del hombre, como ente independiente dentro de la sociedad.  

Siendo así, como este fenómeno cooperativo y de manera específica la cooperativa, entidad destinada a la satisfacción de necesidades sociales en el marco comunitario, se convierte en un factor determinante en el desarrollo de las fuerzas productivas, promovido fundamentalmente por grupos de pensadores y gestores sociales que veían en la cooperación una necesidad de competencia y supervivencia frente a las relaciones de producción capitalistas. 

En consonancia con lo anterior, en el año 1844, un grupo de 28 obreros ingleses, tejedores desocupados de la fábrica de tejido de Rochdale, crearon una organización cooperativa de carácter legal, con sus aportes, que consistió en la cantidad de 28 peniques cada uno, como capital a la nueva Sociedad. Siendo fundado así, el 24 de octubre de 1844, el primer Almacén Cooperativo en la Ciudad de Rochdale, Inglaterra, considerado hoy como el origen de las cooperativas, mientras los integrantes de este grupo son conocidos como "Los Pioneros de Rochdale". 

Este grupo estableció una serie de principios, que a la postre, sirvieron de base a los que rigen el cooperativismo en la actualidad y que más adelante enunciaremos, dándole a este fenómeno la posibilidad de establecerse como un mecanismo social organizado, alternativo al empobrecimiento como fruto de la acumulación y centralización del capital. 

El cooperativismo se ha perfeccionado desde los pioneros de Rochdale buscando nuevas vías de desarrollo endógenas, afianzando el sentido social del mismo para el desarrollo pleno del hombre. Siendo esta la razón por la que las cooperativas se perfilan como agente principal para lograr un desarrollo más equilibrado de la comunidad y como una nueva fuente de riquezas.

Relacionado con lo anterior, los pensadores, Karl Marx y Friedrich Engels (1981), en la primera parte de sus trabajos, se pronunciaron a favor del movimiento cooperativo. Más tarde se apartaron de él, estimando que la lucha de clases para la caída del capitalismo (doctrina política), debía primar sobre los medios alternativos al capitalismo establecidos por el movimiento obrero, a fin de mejorar sus condiciones de vida (doctrina económica y social). 

No obstante, resultaron coincidentes en reafirmar que el mérito fundamental de la cooperativa radica en la eliminación de la explotación del hombre por empresas y por el propio hombre, cuyo interés es la obtención de ganancias, por lo que el hombre, como protagonista de los procesos socio-económico de la sociedad en la que vive, se convierte en la gran fortaleza del cooperativismo. 

En consonancia con lo precedente, en el caso de Latinoamérica, el capitalismo y sus políticas de dominación catalizaron el movimiento cooperativo, lo que trajo consigo en la década del 80 un status superior en muchos países del tercer mundo, como respuesta al modelo neoliberal imperante, lo que avala el levantamiento del cooperativismo como real alternativa en el desarrollo económico y social de la humanidad y en particular de las grandes mayorías que padecen los efectos del capitalismo bajo las secuelas de la política neoliberal. 

Finalmente, el cooperativismo lleva varios siglos en su perfección y puesta en práctica, con fracasos y otros de gran fomento y renombre a nivel internacional. Donde, si algo lo ha distinguido, es que la práctica impone mucho más que la teoría. Centrándose en la empresa y en su formación más que en cuestiones teóricas, pero sin dejar atrás a la misma y teniendo en la actualidad como principal referencia a la "declaración sobre la identidad cooperativa" (Manchester, 1995) de la Alianza Cooperativa Internacional. Esta carta es la que establece los valores que todo miembro de una cooperativa debe poseer, expresado a través de los principios que lo sustentan. 

Las reglas establecidas, debían ser observadas por todos los cooperativistas y fueron plasmadas en la Carta de Cooperación, que presentada ante la Cámara de los Comunes por Horteserth planteaba que: 

......La cooperación completa, la economía política y al organizar la distribución de la riqueza no se afecta la fortuna de nadie, no se trastorna a la sociedad y no se molesta a los hombres del Estado. No constituye una asociación secreta que quiere algún tipo de violencia. No se causa ningún desorden ni se ambiciona honores. No reclama favores ni pide privilegios especiales. No trata con holgazanes y no busca ayuda oficial. Siente horror por los monopolios y los combate sin cesar. Desea la concurrencia seria y honesta en la cual se ve el alma de todo progreso de verdad; significa la responsabilidad personal, la iniciativa personal y la participación en es ese prestigio que el trabajo y el pensamiento saben conquistar….
Las consideraciones expuestas en el epígrafe anterior sobre el fenómeno cooperativo, permiten afirmar que el conocimiento científico y tecnológico es una de las principales riquezas que presentan las sociedades contemporáneas, por lo que aporta a la evolución del espíritu humano y porque constituye un elemento indispensable para impulsar el desarrollo económico y social. La prosperidad de los países ha quedado asociada en gran medida al valor que agrega el conocimiento a la producción de bienes, tanto como a los servicios que se brindan a sus ciudadanos, llamado de diversas formas tales como “sociedad del conocimiento”, “economía del conocimiento”. En tal carácter el fenómeno analizado, muestra las oportunidades y desafíos a los que todos los países deben hacer frente, en la medida de sus posibilidades. Mientras que el éxito en el camino de su desarrollo, dependerá en buena medida de la capacidad de gestionar el cambio tecnológico y aplicarlo a la producción, así como a la satisfacción de las necesidades de los socios (salud, alimentación, educación, además de la atención de otros requerimientos sociales). (Núñez y Figaredo, 2008). 

De manera concluyente, sin cuestionamientos, podemos afirmar que las cooperativas no nacen únicamente con un fin económico, sino que están atravesadas por una serie de conceptos morales y educativos, cuentan con un gran impacto comunitario. Se ubican en territorios que en diferentes escalas forman parte de la perspectiva local y comunitaria, y si bien algunas de estas son multinacionales y sus fines no son locales o comunitarios, en su mayoría el nacimiento de ellas parte de este fin.
II. El cooperativismo en Cuba y la necesidad social de regular jurídicamente un procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas en Cuba.

En el caso del continente latinoamericano se evidencia un contexto diferente para el cooperativismo, marcado por características propias dado su situación económica, política y social. Cuba como parte de este contexto es aún más específica y en estos momentos cuenta con un cooperativismo naciente en el sector no agropecuario, plagado de dudas y que se aplica de manera experimental, en tanto en el sector agropecuario no alcanza a satisfacer los resultados esperados.
Las experiencias de este fenómeno económico-social en el ámbito comunitario (sector agrario), tienen un desarrollo significativo después del triunfo del primero de enero de 1959, hasta la actualidad, basándose sus orígenes en la democratización de la tierra determinada por leyes sucesivas de reforma agraria, como asociación de propietarios libres o usufructuarios libres.

Lo anterior resultaba inexistente antes de la fecha referida, pues sin llegar a profundizar de manera particularizada en los rasgos fundamentales de su desarrollo en cada etapa, si se requiere tener en cuenta, que en ese período el desarrollo económico cubano era un reflejo de la compleja gama de relaciones de producción que existían en el país. Se trataba fundamentalmente de una economía agraria, ajena a cualquier integración técnica y económica entre los sectores, esencialmente se trataba de una economía subdesarrollada. 

Según Fernández (2005), no existía una base industrial, la industria se ocupaba fundamentalmente de los productos agrícolas o la industria extractiva para la exportación. A esto se suma la incapacidad que presentaba la economía para mantener a los trabajadores en centros estables y la imposibilidad de remunerar a grandes masas de la población económicamente activa.

La economía cubana se sumergió en un proceso de deformación estructural vinculada al hecho de que la agricultura, y en fin todo el país, se subordinaba al interés de un solo producto: el azúcar, constituyendo la misma el eslabón fundamental del modelo impuesto a Cuba por el capital monopolista norteamericano. Esta situación demandó el uso de transformaciones profundas para resolver la caótica situación social en la que se encontraban obreros agrícolas y campesinos cubanos. 

Surgen así, a inicios de la década del 60, 1976 y 1993, las Cooperativas de Créditos y Servicios (CCS), las Cooperativas de Producción Agropecuaria (CPA) y las Unidades Básicas de Producción Cooperativa (UBPC), respectivamente, todas ellas constituidas de manera exclusiva en el sector agrario, hasta su posterior extensión a otros sectores, en diciembre de 2012, denominadas Cooperativas No Agropecuarias (CNA), demostrando estos diferentes momentos en la historia del cooperativismo, el papel del Estado en la organización y potenciación de dicho sector; al mismo tiempo que hace ver los retos que imponen las nuevas trasformaciones de la vida actual para el desarrollo del cooperativismo.  
II.1 La regulación jurídica de las cooperativas en Cuba. Su extinción.
El reconocimiento en nuestro país de estas cooperativas se hace de manera expresa en el artículo 22, inciso b) de la recién aprobada Constitución de la República de Cuba y en el artículo 39, apartado 2, inciso b) del Código Civil cubano, como personas jurídicas, con una concepción genuinamente socialista. Las disposiciones vigentes que rigen su actuar emanan del Consejo de Estado y del Consejo de Ministros (Decreto-Ley número 365 de las Cooperativas Agropecuarias, de 22 de octubre de 2018 y su Reglamento y en fecha reciente el Decreto-Ley 47 De las Cooperativas No Agropecuarias, de 6 de agosto de 2021 ); las que al igual que las derogadas, de manera exclusiva
, fraccionan la legislación cooperativa cubana y por ende las cooperativas, en «agropecuarias» y «no agropecuarias».
Esta disparidad existente, no es óbice para que se realice su análisis, así como de las instituciones que las caracterizan de manera general, aunque supone el examen de las normas jurídicas vigentes para uno u otro tipo de cooperativas, no debe enfocarse a un tipo especial de estas.

En cada supuesto, se establece que tienen personalidad jurídica propia, la que se adquiere a partir de la inscripción en el Registro Mercantil. Igualmente, para su constitución se requiere la solicitud de creación a la administración pública competente, en función del objeto social al que se quiere dedicar la cooperativa.

No obstante, las cooperativas, como así todas las obras humanas, tienen una existencia que se extiende a lo largo de un lapso temporal que, si indeterminado “ad initio”, no por ello deja de tener un principio y un fin, que con frecuencia ha tentado en el ámbito del derecho societario la comparación con el nacimiento y la muerte de los seres animados (Althaus, 1977).

Por consiguiente, la frase que antecede justifica, indistintamente, la regulación del proceso de extinción de estas cooperativas en el ordenamiento jurídico cubano, cada uno con sus peculiaridades, de lo cual, se concluye, coincidiendo con el criterio de Rodríguez y Hernández (2015, p.113) “semejantes, por estrictos y engorrosos, resultan estos procesos administrativos de aprobación y disolución de las cooperativas nacionales”.
Este proceso de extinción que tiene lugar en las cooperativas, constituye un proceso que consta de dos etapas: la disolución y la liquidación, las que se presentan unidas por una relación de causa-efecto, cuyo resultado comprende el fin de la personalidad jurídica (Bataller, 2012; Botana, 1999; García, 2018 y Vargas, 2009). 

En tal sentido, también resultan sincrónicos los autores Althaus (1977) y Uría (1997) en afirmar que la disolución es el acto que –previa verificación de alguna de las causales previstas en la ley o en el estatuto– abre el proceso liquidatorio conducente a la extinción de la empresa como contrato y como persona jurídica, es un hecho jurídico que abre el proceso de liquidación, como consecuencia de la realización de los presupuestos previstos en la ley y en el estatuto como causas disolutorias.

Por su parte la liquidación ha de entenderse como el conjunto de actos u operaciones conducentes a determinar y percibir los créditos y satisfacer a los acreedores y a fijar la formación de la masa repartible entre los miembros (Broseta, 1990).

De tal suerte, en la actualidad son competentes las salas de lo económico de los tribunales populares para conocer de los conflictos que se promuevan con motivo de la disolución y liquidación de las cooperativas, lo que no se encuentra establecido de manera expresa en el Decreto Ley Número 241 de 2006, que introduce el procedimiento económico en la otrora Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, en tanto, el apartado c) del artículo 746
 si otorga competencia a estas salas para conocer de los conflictos que se promuevan con motivo de la disolución y liquidación de las sociedades mercantiles cubanas, comprendidas las de capital mixto, haciéndose extensivo este articulado a las cooperativas en cuestión, reforzado para el caso de las no agropecuarias en la  Instrucción número doscientos cincuenta y cinco del Consejo de Gobierno del Tribunal Supremo Popular. 
II.2. Tratamiento de la regulación jurídica de un procedimiento judicial para la extinción de estas cooperativas.
Nuestro ordenamiento jurídico, como se anunciaba al inicio del estudio, no regula un procedimiento judicial de disolución y liquidación de las cooperativas, lo que obedece a que otrora sólo eran competentes para conocer de procesos de esta naturaleza en el caso de las cooperativas no agropecuarias, aprobadas en el año 2012 con carácter experimental y por ende con un funcionamiento sui generis, siendo su impacto no representativo en nuestra radicación, cuestión distinta a la que se avisora al ampliarse nuestra competencia para intervenir en las conformadas en el sector agrario, así como al incremento que se prevé de estas en los momentos actuales, en que los Gobiernos Provinciales del Poder Popular, como representantes del Estado, tienen como misión fundamental el desarrollo económico y social de su territorio
, jugando estas cooperativas un papel primordial en la consecución de este objetivo, máxime ante la crisis económica que se avecina en nuestro país y a nivel mundial, tras la embestida de la terrible pandemia de la Covid-19. 

Con la entrada en vigor de las mencionadas normas en el pasado año 2019 y el 2021 que rigen el actuar de las cooperativas en Cuba, se establece indistintamente como causal de disolución el mandato judicial (CA) y la resolución judicial firme (CNA) y con ello se agudiza dicha problemática, pues a pesar de que ambos estipulan indistintamente el procedimiento a seguir para disolver y liquidar las cooperativas, ello no se hace extensivo a nuestros órganos de justicia, indicando sólo el artículo 68 del derogado reglamento de las Cooperativas No Agropecuarias, que cuando la disolución es dispuesta por resolución judicial, en esta se designa la Comisión Liquidadora, la que le rinde cuenta de su gestión en los términos y con la periodicidad que se disponga en la propia disposición.  

Tomando como base lo anterior, durante la tramitación de estos asuntos, específicamente al momento de disponer la conformación de esta comisión liquidadora, ¿cómo definir el número de miembros que la integran?, la condición de estos, así como el término para la realización de cada una de sus obligaciones encaminadas a la liquidación y posterior extinción de la cooperativa, si tenemos en cuenta que difiere o hasta el presente no se avizora uniformidad en el procedimiento a seguir en cada una de estas normas que pudieran ser tomadas como base.

Igualmente, en consonancia con el tema objeto de estudio, ante las prerrogativas concedidas a los órganos estatales, para decidir sobre su disolución en ambos tipos de cooperativas, la implicación de otras entidades estatales durante el desarrollo de la actividad a realizar por estas, su impacto en el desarrollo local, ¿quiénes serían las personas legitimadas para el ejercicio de  esta acción, así como el alcance y contenido del pronunciamiento judicial
?. 

Los elementos expuestos, unido a la inexistencia de estudios teóricos en Cuba con respecto a la disolución y liquidación judicial de las cooperativas, lo que se hace extensivo a las legislaciones foráneas estudiadas, así como las dudas existentes al respecto que presentan jueces y operadores del derecho, constituyen razones o argumentos que demuestran la necesidad de la regulación jurídica de un procedimiento judicial para la extinción de estas cooperativas.

No obstante, la conformación de este procedimiento judicial, que sería en este caso una tecnología jurídica (ley), utilizando adecuadamente los conceptos de la ciencia-tecnología-sociedad, resulta complejo, si avalamos lo manifestado por Nuñez (1999, p.18) “La tecnología no es un artefacto inocuo. Sus relaciones con la sociedad son muy complejas. De un lado, no hay duda de que la tecnología está sujeta a un cierto determinismo social. La evidencia de que ella es movida por intereses sociales parece un argumento sólido para apoyar la idea de que la tecnología está socialmente moldeada”. Asimismo otros autores, con base en esta definición evalúan que:

La tecnología, por tanto, no es autónoma en un doble sentido: por un lado no se desarrolla con autonomía respecto a fuerzas y factores sociales, y, por otro, no es segregable del socio sistema en que se integra y sobre el que actúa (como elemento que es de su socio sistema, su aplicación a otros socio sistemas diferentes puede acarrear problemas y efectos imprevistos). La tecnología forma una parte integral de su socio sistema, contribuye a conformarlo y es conformada por él. No puede, por tanto, ser evaluada independientemente del sociosistema que la produce y sufre sus efectos. (González, López y Luján 1996, p.142). 

Mientras que, en consonancia con ello, como dijera el profesor Fernández Bulté (2002), el Derecho no puede verse sólo como ese conjunto agregado y ordenado de normas impositivas o prohibitivas sin tener en cuenta su contenido social, como producto de la sociedad, de una determinada cultura, por lo que en su tronco convergen determinadas circunstancias sociales, económicas, demográficas, políticas, etnográficas, vinculado todo ello a conceptos como la seguridad, el bien común, la justicia. 

A lo que se añade, la tarea compleja, apasionante y trascendente, que resulta para los jueces cubanos administrar justicia, la responsabilidad que entraña hacerlo en el contexto de una sociedad en que, los ciudadanos conocen sus derechos y tienen un amplio sentido de lo justo y lo correcto, como consecuencia directa de la obra de la Revolución y que encuentra su respaldo en la Constitución de la República de Cuba, aprobada el 24 de febrero de 2019 y proclamada el 10 de abril del propio año, estableciendo en su artículo 147 que: "la función de impartir justicia dimana del pueblo y es ejercida a nombre de éste por el Tribunal Supremo Popular y los demás Tribunales que la ley instituye", definiéndose así, el carácter esencialmente popular que tiene en nuestro país la función jurisdiccional, por lo que la carencia de este procedimiento puede dar lugar a la falta de uniformidad en la tramitación de estos procesos, así como el desacierto en la toma de decisiones, lo que indubitadamente trasciende a la vulneración del principio de seguridad jurídica enarbolado por nuestro sistema de derecho socialista, con impacto negativo y consecuencias nefastas en la comunidad.

Tales circunstancias y tomando en consideración que el tema cooperativo en Cuba ha sido abordado de distintas formas, pero su estudio con un enfoque de ciencia-tecnología- sociedad, así como de manera particularizada su extinción, no ha sido muy desarrollado, es que se precisa para establecer de manera adecuada el procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas, tomar en cuenta el amplio cuerpo de conocimientos existentes al respecto, pues al decir de Bernal (1986, p. 2), “Sólo ese conocimiento puede evitar que los científicos, pese a todo el prestigio de que gozan, se cieguen y queden atrapados sin remedio en el gran drama contemporáneo del uso y del abuso de la ciencia”.

II.3. Propuesta para la regulación jurídica de un procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas cubanas. 

La totalidad de las cuestiones abordadas hasta aquí avalan la actualidad y necesidad de este estudio, no obstante resulta imposible para la autora establecer taxativamente una propuesta de este procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas imperantes hoy en nuestro país, como se requiere, habida cuenta, anunciábamos en la parte introductoria, que estamos presentando un acercamiento inicial al tema, siendo precisamente este uno de los objetivos propuestos a alcanzar en nuestra investigación doctoral, donde al menos pretendemos establecer los presupuestos teórico- jurídicos que deben informar o regular el proceso de disolución y liquidación judicial de las cooperativas en el ordenamiento jurídico cubano, en base a los principios que tutelan las cooperativas, su regulación sui generis en Cuba y su funcionamiento práctico, cuestiones que no están sentadas por la doctrina y son de relevancia para su adecuada regulación, en aras de una justicia efectiva, acertada y uniforme en los órganos judiciales. 

Lo anterior no es óbice para que se resuman o concreten las cuestiones a establecer por el legislador al momento de conformar esta tecnología y que ya han sido expuestas indistintamente durante el desarrollo del ensayo, tales como determinar de manera expresa el ámbito de competencia de los órganos jurisdiccionales en estos procesos de disolución y liquidación judicial de las cooperativas en Cuba; los presupuestos de exigibilidad de la acción y las personas legitimadas para ello, el alcance y contenido del pronunciamiento judicial, el procedimiento a seguir en los órganos jurisdiccionales para el nombramiento de los liquidadores, la delimitación de su actuación y funciones atribuidas a estos, así como los términos concedidos para cada diligencia.

A modo de conclusiones.

1. Las cooperativas no nacen únicamente con un fin económico, sino que están atravesadas por una serie de conceptos morales y educativos, con un gran impacto comunitario, se ubican en territorios que en diferentes escalas forman parte de la perspectiva local y comunitaria, contribuyendo desde diversas aristas a su desarrollo social.

2. El fomento del fenómeno cooperativo en Cuba, condicionado por la implementación de nuevas normas jurídicas, incrementa la incidencia en nuestros órganos de justicia de procesos ordinarios radicados por motivo de la extinción de las cooperativas.

3. A pesar de que resultan competentes las Salas de lo económico de los Tribunales Populares para conocer de los conflictos que se promuevan con motivo de la disolución y liquidación de las cooperativas, ello no se establece de manera expresa en la Ley. Tampoco se encuentra conformado un procedimiento judicial para su materialización; no están determinados los presupuestos exigibles en cada caso; las personas legitimadas para el ejercicio de esta acción; así como el alcance y contenido del pronunciamiento judicial, existiendo varias dudas al respecto por los operadores del derecho, dado el escaso tratamiento doctrinal y legislativo en el contexto cubano.
4. Es determinante para la conformación de un adecuado procedimiento judicial para la extinción de las cooperativas en Cuba, su contextualización social, así como la contribución de diferentes disciplinas científicas a este objetivo, teniendo en cuenta que cumplen un papel preponderante como generadora de bienes y servicios que tiende a satisfacer necesidades de sus socios y al desarrollo local de la comunidad.   
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Lineamientos de la Política Económica y Social del Partido y la Revolución, aprobados en el VI Congreso del Partido Comunista de Cuba.
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� Se pretendía que estas leyes recién promulgadas, regularan de forma integral y de manera unitaria el actuar de las cooperativas, sin importar el objeto social que desarrollen, lo que no aconteció.





� Las Salas de lo Económico de los Tribunales Provinciales Populares son competentes para conocer de:


c) los conflictos que se promuevan por los socios de las sociedades mercantiles cubanas, comprendidas las de capital mixto, constituidas conforme a la ley nacional, motivo de la inactividad de sus órganos de gobierno o de su disolución y liquidación.





� Estas atribuciones de los Gobiernos Provinciales del Poder Popular, se encuentran debidamente establecidas en el artículo 171 de la Constitución de la República de Cuba, aprobada el 24 de febrero de 2019 y proclamada el 10 de abril del propio año.  


� Lo anterior se sustenta en que afiliándonos a una u otra postura asumida por las diferentes legislaciones foráneas estudiadas, la actuación judicial puede estar determinada exclusivamente a constatar la presencia de esta causal y en consecuencia disponer la consecuente disolución y liquidación de esta empresa por sus órganos de dirección, es decir, de manera interna, circunscribiéndose a una actuación meramente administrativa, o en su defecto acoger la causal de disolución con el consiguiente inicio de la fase de liquidación en sede judicial, para así dar respuesta a las dudas que suscita la escasa regulación normativa de la fase final de la vida de estas, cuestiones necesarias de estudio y profundización.






